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Impactos de la minería en los derechos de las mujeres rurales en Colombiai 

En los últimos años, el gobierno nacional fortaleció su compromiso de vincular su estrategia de 
desarrollo económico con el crecimiento de la industria extractiva minera. Como lo plantea en el Plan 
de Desarrollo Nacional 2010-2014, el sector minero energético se considera una de las cinco 
locomotoras del desarrollo del país. En el actual auge de las actividades extractivas, el sector 
minero-energético ocupa casi el 7% del PIB y más del 50% de las exportaciones colombianasii. En 
una década casi se duplicó el carbón explotado en el país, pasando de 38.242 millones de toneladas 
en el año 2000 a 74.350 millones de toneladas en el año 2010 iii. Además, la superficie titulada 
durante los últimos años creció vertiginosamente. Pasamos de tener concesiones mineras sobre 1,1 
millones de hectáreas en 2002, a tener concesiones sobre 8,4 millones de hectáreas en el año 
2009iv. 

Junto con el modelo de desarrollo rural, el conflicto armado y las prácticas sociales y culturales 
discriminatorias por el hecho de ser mujeres, las actividades de extracción minera vulneran los 
derechos de las mujeres rurales, especialmente de campesinas, indígenas y afrodescendientes. A 
continuación, me referiré a los impactos de la minería a las mujeres rurales, en relación a los 
derechos a la tierra y el territorio, en conexión con los derechos económicos, sociales y culturales y 
el derecho a una vida libre de violencias para las mujeres.  

Por un lado, la minería contribuye a la feminización de la pobreza, a través de violencia económica 
expresada en baja vinculación laboral de las mujeres -en 2006 las mujeres ocupaban el 19.8% de la 
fuerza de trabajo del sector minerov-, precarias condiciones laborales, vinculación en labores 
“típicamente” femeninas y sobrecarga de trabajo del cuidadovi.  

La conseción de tierras a empresas mineras, el cambio en el uso y la contaminación y el deterioro de 
los recursos naturales, en especial de las fuentes de alimentos y de producción agropecuaria, 
afectan la salud de las mujeres rurales generando enfermedades respiratorias, cutáneas, oculares, 
embarazos prematuros o interrumpidos involuntariamente e infecciones en los órganos 
reproductivos.  

También afecta el derecho a la alimentación, debido a que contribuye en la malnutrición de mujeres 
y niñas, pues se reduce el acceso a fuentes alimentarias y productivas y la transformación de los 
modelos de producción y las prácticas propias y ancestrales históricamente conservadas por las 
mujeres.  

Por ejemplo, en La Guajira, departamento en el que El Cerrejón -con participación de capital inglés y 
suizo- explota carbón a cielo abierto desde hace 30 años, los casos de Infecciones Respiratorias 
Agudas son la segunda causa de morbilidad en los municipios vecinos de la mina; se incrementó la 
mortalidad materna de 79 fallecimientos por cada 100.000 nacidos vivos en 2004 a 181,1 en el 2011. 
De ellas, el 93% pertenece a la etnia wayúuvii. Además, la situación nutricional de niñas y niños 
menores de 5 años es crítica: 11,15% de desnutrición global o bajo peso, en comparación del 3,43% 
correspondiente al nivel nacionalviii.  

En las zonas de explotación se incrementan los casos de violencia sexual y física, en especial las 
redes de trata de personas, explotación sexual y prostitución forzadas. Por ejemplo, en Bosconia, 
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departamento del Cesar en el que explota principalmente Drummond, se han identificado 40 casos 
de prostitución infantil relacionados con la mineríaix.  

Producto de la violencia política, las mujeres son excluidas en la toma de decisiones en política 
minera y se debilitan sus procesos organizativos por medio de amenazas, desaparición forzada y 
asesinatos. El pasado 30 de septiembre, en la vereda Cortaderas del municipio de Almaguer, Cauca, 
fue asesinada Adelina Gómez Gaviria, lideresa campesina y defensora de derechos humanos quien 
hacía parte del Comité de Integración del Macizo Colombiano CIMA y que hace poco fue 
amenazada luego de impulsar el Foro Minero y Ambiental en el que participaron alrededor de 1.500 
campesinos, campesinas e indígenasx.  

Al impacto ambiental y el carácter marginal de la propiedad femenina de la tierraxi, se suma el 
despojo de tierras cuya destinación posterior está relacionada con industrias extrativas, precedida 
por desplazamiento forzado y reasentamientos involuntarios en los que las mujeres y niñas son las 
principales afectadas. Sin embargo, en las recientes sentencias de restitución de tierras, las y los 
jueces determinan medidas precarias para las mujeres rurales. Por ejemplo, entre 25 sentencias 
analizadas, sólo una establece medidas específicas para las mujeres relacionadas con el 
cumplimiento de la Ley 731 de 2002 sobre mujeres ruralesxii. 

Así mismo, la explotación minera vulnera los derechos a la propiedad colectiva, a la consulta previa 
y a la autodeterminación de los pueblos, en especial en el caso de las indígenas y 
afrodescendientes, para quienes la tierra es la fuente de toda forma de vida. La extracción minera 
también transforma los territorios y las prácticas culturales propias y ancestrales que históricamente 
han sido preservadas por las mujeres. Impide, por ejemplo, el acceso a sitios sagrados y reduce las 
plantas y animales medicinales propios de comunidades étnicas. 

Ante la coincidencia de las zonas de explotación minera con graves violaciones a los derechos 
humanos de las mujeres rurales en Colombia, en especial el derecho a la tierra y el territorio, es 
necesario que tanto el Estado como las empresas elaboren informes que determinen el impacto de 
la explotación minera en la vida y los cuerpos de las mujeres. 

A partir de allí, se deben diseñar e implementar medidas intersectoriales que procuren eliminar las 
afectaciones generadas a las mujeres rurales. La elaboración de un plan de prevención de violencias 
con el Ministerio de Minas y el Programa Mujer Rural del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
que se limita a brindar apoyo productivo y formativo a un muy bajo porcentaje de mujeres, son 
medidas insuficientes frente a la magnitud de las problemáticas de las mujeres rurales y los 
compromisos del Estado según los artículos 14, 11, 13, 15 y 16 de la CEDAW, entre otros. 

Además de la aplicación del principio de transparencia y debida diligencia y los principios voluntarios 
de las Naciones Unidas sobre empresas y derechos humanos, es importante avanzar en el diseño e 
implementación de instrumentos y mecanismos vinculantes que permitan el acceso a la justicia. Así 
como, la puesta en marcha de medidas efectivas que permitan el acceso a tierras y la protección del 
territorio, la seguridad social, económica y alimentaria; la protección de la vida e integridad de las 
defensoras; la participación y incidencia poítica; la eliminación de todas las formas de violencias y la 
promoción de la salud sexual y reproductiva en las zonas de explotación minera. Todo ello, en 
procura de garantizar los derechos humanos, mejorar las condiciones de vida y eliminar los riesgos y 
afectaciones a las mujeres rurales generados por las industrias extractivas.  
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